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Resumen 

La presente tesis titulada “Análisis del delito de desobediencia a realizarse un 

examen etílico o toxicológico con relación a las garantías del proceso penal 

peruano actual” tuvo como objetivo proponer la supresión del delito de 

desobediencia a realizarse un examen etílico o toxicológico en los casos de 

conducción en estado de ebriedad del Código Penal a fin de amparar las 

garantías del proceso penal peruano actual. La investigación fue de tipo aplicado 

y de diseño no experimental. La población comprendió a los 32 funcionarios de la 

Segunda Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Piura, siendo la muestra 

seleccionada 24 trabajadores a los cuales se les aplicó un cuestionario, en el que 

50% estuvo en desacuerdo con criminalizar la desobediencia a una orden de 

realizarse un examen etílico o toxicológico, concluyendo que la regulación de esta 

conducta en la norma penal afecta el principio de proporcionalidad, al establecer 

una pena no acorde con la gravedad de la conducta si se compara con el tipo 

penal de conducción en estado de ebriedad; también el de ne bis in ídem, al 

obligar a una persona a brindar información a través de la extracción de muestras 

corporales sancionando su negativa en doble vía: penal y administrativa. 

Palabras clave: Desobediencia a la autoridad, dosaje etílico, proceso 

penal, principios, conducción en estado de ebriedad  
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Abstract 

This thesis entitled "Analysis of the crime of disobedience to an ethyl or 

toxicological examination in relation to the guarantees of the current Peruvian 

criminal process" had as a goal, to propose the abolition of the crime of 

disobedience to perform an ethyl or toxicological examination in cases of drunken 

driving of the Penal Code in order to cover the guarantees of the current Peruvian 

criminal process. The research was of an applied type and non-experimental 

design. The population included the 32 officials of the Second Corporate Provincial 

Prosecutor's Office of Piura, being the selected sample 24 workers who were 

asked a questionnaire, in which 50% disagreed with criminalizing disobedience to 

an order for an ethyl or toxicological examination, concluding that the regulation of 

this conduct in the criminal rule affects the principle of proportionality, when 

establishing a penalty not according to the seriousness of the conduct when 

compared to the type of driving in a drunken state, also that of ne bis in idem; by 

forcing a person to provide information through the extraction of body samples by 

sanctioning their refusal in two ways: criminal and administrative.  

Keywords: Disobedience to authority, ethyl dosing, criminal prosecution, 

principles, drunken driving. 



1 

I. INTRODUCCIÓN

Es común que se haya observado a diario, ya sea a través de cualquier medio 

informativo o por experiencias personales, los constantes riesgos que ha 

desencadenado la conducción de un vehículo motorizado, toda vez que el tráfico 

rodado ha constituido un riesgo en sí mismo; situación que ha llegado a agravarse 

ante la inobservancia de  las reglas de tránsito ya establecidas, peligrando así no 

solo la integridad de la persona que se encuentra al volante sino de las que se 

hallen a su alrededor. 

Uno de los factores que ha contribuido muchas veces a que el número de 

accidentes de tránsito se incremente, es que el conductor del vehículo 

motorizado, haya conducido bajo los efectos de la ingesta de alcohol o de 

cualquier otra sustancia que alteró su percepción de la realidad. Por lo que, ante 

dicha situación, el Estado a través de la Policía Nacional del Perú, ha ejercido 

funciones de control con el objetivo de mitigar dicho riesgo, siendo que, cuando se 

presentan casos de conducción en estado de ebriedad, existe un protocolo policial 

de verificación del estado de dicha persona, a través de una prueba rápida de 

alcoholemia, que de dar un resultado positivo se procede a la realización de una 

prueba sanguínea. 

Sin embargo en muchas ocasiones cuando la Policía Nacional del Perú, en medio 

de un operativo de control de tránsito o frente a la constatación de un accidente 

tal, le solicitaba a una persona someterse a una prueba de alcoholemia y posterior 

examen sanguíneo, obtenía como respuesta inmediata la negativa de la misma a 

practicárselo, representando para estas autoridades e incluso para el Ministerio 

Público, una obstrucción para llegar a la verdad de los hechos.  

Por ello dada la coyuntura, es en el año 2009 que, con la dación de la Ley 29439, 

Ley que modifica e incorpora artículos al Código Penal y modifica los Códigos 

Procesales Penales referidos a la conducción en estado de ebriedad o 

drogadicción, se incorporó dicha figura, como agravante, dentro del tipo penal de 

desobediencia y resistencia a la autoridad, el mismo que se encuentra tipificado 

en el segundo párrafo artículo 368° de este cuerpo normativo y que con su 

respectiva modificatoria en el año 2018, señala que si una persona desobedece 

una orden que consiste en la realización de un análisis de sangre y otros fluidos 
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cuya finalidad sea determinar el nivel, porcentaje o ingesta de alcohol, drogas 

tóxicas  o estupefacientes, sustancias psicotrópicas o sintéticas, será pasible de 

sanción penal que consiste en la privación de su libertad por un periodo no menor 

de cuatro ni mayor de siete años. 

Es con la tipificación de dicha conducta que han surgido una serie de 

interrogantes y de las mismas se han obtenido múltiples afirmaciones, toda vez 

que existen posturas que señalan que, el obligar a una persona a que se someta 

a la realización de un examen de dosaje etílico, constituye un método no sólo 

preventivo a fin de velar por la seguridad del tráfico, sino que también implica una 

forma de buscar la verdad de los hechos. Sin embargo otras posturas señalan 

que ello implica una vulneración al principio de no autoincriminación consagrado 

en el artículo IX inciso 2 del Nuevo Código Procesal Penal (2004), el mismo que 

señala que no se puede obligar a ninguna persona a declarar o reconocer su 

culpabilidad y ello es reafirmado con el derecho a la presunción de inocencia, a 

través del cual queda proscrita cualquier conducta que perturbe la voluntad de 

declarar de toda persona. 

Por tanto, dentro de un procedimiento penal dicha garantía permite que el 

imputado tenga libertad de decisión respecto a su declaración, la misma que de 

ser obtenida debe darse bajo un procedimiento que respete las reglas 

establecidas, pues si bien es  cierto nadie mejor que él conoce si la imputación 

que se le hace es cierta o no, no es posible que se le obligue a brindar 

información que conoce, pues siempre se va a depender de su voluntad, la misma 

que debe ser expresada libremente sin mecanismo coercitivo alguno.  

En consecuencia, el reprimir dicha conducta a través de un sanción penal, genera 

controversia, si se considera que dicha negativa podría derivar por ejemplo de un 

acto protocolar policial indebidamente desarrollado o quizá porque las condiciones 

sanitarias a cuales se pretende someter a dicha persona a un examen físico no 

son las adecuadas, en tanto pretender sancionar ello podría llegar a vulnerar  las 

garantías procesalmente establecidas. 

La formulación del problema ha sido el siguiente: ¿Con el delito de 

desobediencia a realizarse un examen etílico o toxicológico en los casos de 
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conducción en estado de ebriedad, se afectan las garantías del proceso penal 

peruano actual? 

La justificación de la presente investigación desde el ámbito teórico se sustenta 

en los antecedentes  nacionales e internacionales que existen en torno al delito de 

desobediencia a realizarse a una examen etílico o toxicológico y su vinculación 

con las garantías que brinda todo proceso penal al imputado, evidenciando en 

muchos de ellos la defensa de los derechos del mismo y la prohibición de todo 

acto que perturbe su libertad de declarar. Desde el ámbito metodológico, se trata 

de una investigación no experimental descriptiva y propositiva, que a través de la 

confiabilidad y validez del instrumento (cuestionario) empleado para recolectar 

datos, busca alcanzar los resultados favorables. Y, desde el ámbito práctico, 

permitirá salvaguardar las garantías del imputado en un proceso penal, a fin de 

que su negativa a someterse a este tipo de exámenes forme parte de su libertad 

de decisión y no sea configurada como delito. 

El Objetivo General de la investigación es: Proponer la supresión del delito de 

desobediencia a realizarse un examen etílico o toxicológico en los casos de 

conducción en estado de ebriedad del Código Penal a fin de amparar las 

garantías del proceso penal peruano actual. 

Los Objetivos Específicos son: 

-Analizar la obligatoriedad de someter a una persona a la realización de un

examen corporal.  

-Describir las posturas que existen respecto a la legitimidad de la prueba en el

delito de desobediencia a realizarse un examen etílico o toxicológico. 

-Evaluar cómo el delito de desobediencia a realizarse un examen etílico o

toxicológico, en los casos de conducción en estado de ebriedad afecta las 

garantías del proceso penal peruano actual. 

La hipótesis planteada ha sido la siguiente: Si se suprime el delito de 

desobediencia a realizarse un examen etílico o toxicológico en los casos de 

conducción en estado de ebriedad del Código Penal se amparan las garantías del 

proceso penal peruano actual.  
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II. MARCO TEÓRICO

En relación a los antecedentes que existen de la presente investigación, se han 

podido obtener a nivel  internacional, los siguientes: 

Según Moran (2018) en su investigación titulada “Resistencia de los conductores 

durante la aplicación de exámenes fiscalizadores: una revisión desde la política 

criminal”. Tuvo como objetivo de investigación analizar las consecuencias 

jurídicas que implica la resistencia de los conductores sobre la aplicación de 

exámenes fiscalizadores y si se vulnera el principio de presunción de inocencia en 

razón al debido proceso establecido en la Constitución del Ecuador (2008). Su 

estudio tuvo un enfoque histórico, los instrumentos que usaron para ello fueron 

casos y entrevistas realizadas a jueces y especialistas en derecho penal. Los 

principales resultados fueron que, de darse el caso que una persona se niegue a 

practicárselo por razones de menoscabo a su dignidad o a su salud y aun así se 

vaya en contra de ello, se estaría vulnerando principios constitucionales, en efecto 

considera que la sanción penal establecida resulta severa e innecesaria. Se 

concluyó así que sí se vulnera el principio de presunción de inocencia si se llega a 

calificar de infractor a quien se niega a pasar la prueba del alcohotest y si se 

obtiene sin su consentimiento, esa prueba carece de validez. 

Para Villaquiran (2016) en su investigación titulada “El delito a la negativa de 

someterse a las pruebas de alcoholemia o detección de drogas”. Cuyo objetivo de 

investigación fue analizar el delito de negativa a someterse a las pruebas de 

alcoholemia del artículo 383 del Código Penal de Vasco. Fue una investigación de 

tipo descriptiva. En esta investigación el autor concluyó que no considera que el 

precepto relacionado al delito de negativa de someterse a las pruebas de 

alcoholemia o detección de drogas sea inconstitucional, toda vez que comparte la 

posición del Tribunal Constitucional de considerar a estas pericias de carácter 

obligatorio cuando existan indicios de la perpetración del delito de conducción o 

para controles preventivos. 

Por otro lado, Falcone (2015), en su investigación titulada “El delito de negativa 

injustificada de un conductor a someterse a los exámenes de detección de alcohol 

o sustancias estupefacientes o psicotrópicas”. Tuvo como objetivo analizar la

referida figura penal enfatizando en el bien jurídico protegido y en las estructuras 
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típicas establecidas en el artículo 195 bis LT- Chile. Fue un estudio de tipo 

descriptivo. El autor concluyó que aún quedan dudas respecto a que la progresiva 

criminalización de aquellos comportamientos que se encontraban en el ámbito del 

derecho administrativo sancionador sea el camino correcto, pues ello ha traído 

problemas más graves, por lo que la discusión de la  legitimidad de ese delito no 

abarcará solo el ámbito de las garantías penales o procesales sino también 

constitucionales. 

Respecto a los antecedentes a nivel nacional, se tienen los siguientes: 

Para Choque (2018) en su investigación titulada “El derecho a la no 

autoincriminación con sus distorsiones en el sistema procesal penal peruano”. 

Tuvo como objetivo demostrar las razones de las distorsiones en el sistema 

procesal peruano con el derecho fundamental a la no autoincriminación. Dicha 

investigación fue de tipo cualitativa- inductiva, su población fueron los jueces, 

especialistas y asistentes de la sede de la Corte Superior de Lima Este, Lima 

Norte y la Procuraduría Pública del Poder Judicial y su muestra fueron 4 

personas, el instrumento empleado fue la entrevista no estructurada. Los 

principales resultados fueron que 3 entrevistados señalaron que sería adecuado 

que estos exámenes se practiquen con la autorización de un juez a través de una 

resolución debidamente fundamentada a fin de no vulnerar su derecho a la 

intimidad. Se concluyó que el derecho a la no autoincriminación no se circunscribe 

a los elementos de prueba que se extraen del cuerpo del procesado sino a la 

declaración del mismo, por lo que los análisis de sangre u otros fluidos corpóreos 

no implican una declaración por parte del inculpado, y en efecto no están 

encaminadas a obtener de éste un reconocimiento de cargos incriminatorios. 

Según León (2018) en su investigación titulada “Examen corporal compulsivo y la 

afectación de la garantía de no autoincriminación en la provincia de Huaura año 

2015”. Tuvo como objetivo determinar si la intervención física compulsiva sobre el 

imputado dentro del protocolo establecido por ley es una prueba válida y lícita que 

permite averiguar la verdad. Su investigación fue de tipo explicativo, su población 

fueron 20 personas, entre jueces y abogados y 2 expedientes, los instrumentos 

empleados fueron encuestas y análisis documental. Los principales resultados 

fueron que más del 50% considera que no se vulnera el derecho de prohibición de 
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prueba prohibida o el debido proceso con la intervención corporal de extracción 

compulsiva de sangre y que por el contrario ello ayuda a la búsqueda de la 

verdad. Se concluyó que constituye prueba válida la intervención corporal de 

extracción compulsiva que se realiza sobre la integridad física del imputado y 

resultará necesaria siempre que se lleve a cabo dentro de un adecuado protocolo 

y de tal forma no afecte el derecho de no autoincriminación. 

Por otro lado para Guevara (2018) en su investigación titulada “Aplicación del 

derecho a guardar silencio y a la no autoincriminación en el Nuevo Código 

Procesal Penal”. Tuvo como objetivo determinar los procedimientos que se 

aplican al derecho de guardar silencio como manifestación del derecho a la no 

autoincriminación de los inculpados en el proceso penal peruano. Su estudio fue 

de tipo no experimental, los instrumentos empleados fueron fichas bibliográficas. 

El resultado principal fue lo manifestado por el Tribunal Constitucional sobre el 

derecho a la no autoincriminación en el Expediente N° 376-2003-HC-TC del 7 de 

abril de 2000, en el sentido de que debe ser la parte acusatoria quien se encargue 

de desvanecer la inocencia presunta y ello no le faculta para que a través de 

actos positivos se desvirtué el camino del aparato estatal con el fin de hallar la 

verdad. Se concluyó que, el derecho a guardar silencio y el derecho a la no 

incriminación deriva del derecho de defensa y la presunción de inocencia y ello 

implica el incorporar libremente al proceso la información que se estime 

conveniente y que la negativa a declarar no debe ser tomada como un indicio de 

culpabilidad. 

En este sentido, las teorías y definiciones que existen en relación al delito de 

desobediencia a realizarse un examen corporal, el mismo que se encuentra 

tipificado en el artículo 368° del Código Penal, segundo párrafo, con la 

denominación: Resistencia o desobediencia a la autoridad, son las que se 

exponen a continuación: 

Según Juárez (2017) señala que el delito de desobediencia y resistencia a la 

autoridad  se encuentra dentro de los delitos contra la administración pública, el 

mismo que puede ser cometido por particulares, entiéndase así a las personas 

naturales que actúan como tal o en representación de una persona jurídica, pero 

también puede ser cometido por funcionarios o servidores públicos, cuando estos 
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se encuentren obligados a obedecer determinada orden emitida por un 

funcionario público, dentro del ejercicio legal de sus funciones. 

En cuanto a los elementos del tipo objetivo tenemos que, para Salinas (2014) el 

sujeto activo puede ser cualquier persona, sólo importa que éste se niegue a 

acatar la orden impartida por un funcionario público, en cambio el sujeto pasivo 

será sólo el Estado. Por otro lado, en relación al bien jurídico protegido, La Rosa 

(2019) afirma que se trata del desenvolvimiento eficaz de la administración 

pública. 

Para Melgarejo (2018) el tipo penal establecido en el artículo 368° del Código 

Penal engloba dos conductas, las que se identifican por los verbos rectores 

desobedecer y resistir el cumplimiento de una orden impartida por un funcionario 

competente de manera legal. Según Rojas (2016) afirma que para que el agente 

que comete el delito se encuentre subsumido en este, es necesario que exista 

una orden, no una simple citación, declaración o notificación, se requiere que la 

misma sea expresada de manera verbal o escrita, sin que medie ambigüedades y 

debe ser posible de realización, pues si no lo es, el delito no aparece. 

En relación a la tipicidad subjetiva de este delito, Peña (2010) afirma que el 

mismo sólo puede ser reprimible a título de dolo, con consciencia y voluntad de 

realizarlo. Con relación a la antijuricidad, para Melgarejo (2018) es posible que 

concurra una causa de justificación tales como: la legítima defensa o el estado de 

necesidad justificante. 

Por otro lado, es necesario precisar la evolución legislativa que el delito de 

Resistencia o desobediencia a la autoridad ha tenido hasta la fecha, en ese orden 

tenemos: 

En el Primer Pleno Jurisdiccional Distrital Penal- Corte Superior de Justicia de 

Huancavelica, desarrollado el 23 de octubre del 2008, se trató como tema el que 

si un conductor incurre en el delito de desobediencia o resistencia a la autoridad si  

se niega  a pasar una práctica de alcoholemia, llegando a la conclusión que ello 

no ocurriría, puesto que, de darse, implicaría una infracción al derecho 

fundamental de la no auto incriminación, pues no se le puede obligar a una 

persona que ostenta la calidad de imputado bajo la amenaza de una sanción 
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penal, a que se someta a un prueba que sin duda alguna resulta incriminatoria, 

teniendo en cuenta además que se vulneraría el derecho a la integridad corporal, 

protegido también constitucionalmente, siendo importante precisar que dicha 

negativa forma parte de su derecho a la defensa. 

Sin embargo en el año 2009, se promulgó la Ley N° 29439, Ley que modifica e 

incorpora artículos al Código Penal y modifica los Códigos Procesales Penales 

referidos a la conducción en estado de ebriedad o drogadicción, siendo que con 

ello dicha negativa a someterse a realizarse un examen corporal se convirtió en 

una figura criminal, considerada como agravante del delito de Resistencia o 

Desobediencia a la autoridad, tipificada en el artículo 368° del Código Penal, cuyo 

texto era el siguiente: 

“Artículo 368.- Resistencia o Desobediencia a la autoridad 

(…) Cuando se desobedezca la orden de realizarse un análisis de sangre o de 

otros fluidos corporales que tenga por finalidad determinar el nivel, porcentaje o 

ingesta de alcohol, drogas tóxicas estupefacientes, sustancias psicotrópicas o 

sintéticas, la pena privativa de libertad será no menor de seis meses ni mayor de 

cuatro años o prestación de servicios comunitarios de setenta a ciento cuarenta 

jornadas” (p.298). 

Finalmente en el año 2018, con la dación de la Ley N° 30862, Ley que fortalece 

diversas normas para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las 

mujeres y los integrantes del grupo familiar, se modificó el referido artículo, siendo 

que aparte de incorporar a éste, una nueva figura delictiva perteneciente a otro 

ámbito (violencia familiar), se incrementó con ello la pena privativa de libertad 

para el delito de desobediencia a la orden de realizarse un examen corporal, por 

ello el texto actual establece que dicha conducta será sancionada con una pena 

privativa de libertad no menor de cuatro años ni mayor de siete años. 

En efecto, a este tipo de intervenciones corporales se les ha denominado  

“exámenes etílicos o toxicológicos”; y respecto a ello, se tiene lo siguiente: 

Según Gimeno (como se citó en León, 2018), afirma que, las medidas de 

intervención corporal presuponen la extracción de elementos externos de cuerpo 
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humano, y para ello se debe evaluar las características del destinatario, a fin de 

evitar que su salud corra peligro. En esa línea, San Martin (2014), ha señalado 

que dicha intervención requiere esencialmente de la opinión de un profesional o 

experto en temas sanitarios, a fin de determinar lo riesgoso de la medida y de tal 

forma proceder a recabar o en sentido contrario prescindir de la orden judicial. 

De acuerdo con lo señalado por  U.S Nacional Library of Medicine (NIB, 2020), las 

pruebas de alcohol en la sangre se realizan para medir el nivel de alcohol en la 

sangre y son realizadas por un médico o profesional de la salud quien toma una 

muestra de sangre de la vena de un brazo utilizando una aguja pequeña y luego 

se coloca en un tubo de ensayo, dicho procedimiento dura cinco minutos 

aproximadamente, estas pruebas se practican para los casos de sospecha de 

conducción en estado de ebriedad. 

Por otro lado Healthwise (2019)  señala  que una  prueba toxicológica se encarga 

de analizar la sangre, la orina o la saliva a fin de detectar la presencia de drogas o 

de otras sustancias químicas, y con ello se puede comprobar hasta un máximo de 

30 drogas diferentes a la vez. 

Por otro lado, respecto a las garantías procesales enmarcadas en nuestra 

constitución y en el Nuevo Código Procesal Penal se tiene: 

Para Porro y Florio (s.f) aquellas son principios o derechos establecidos en la 

Constitución que buscan brindar un marco de seguridad jurídica al imputado. 

 Principio de presunción de inocencia: Principio consagrado en el artículo II

del Título Preliminar del Nuevo Código Procesal Penal (2004), el mismo que 

indica que toda persona a la que se le impute la comisión de un delito debe ser 

considerada inocente y tratada como tal mientras no se demuestre lo contrario. 

Para Pareja (2010) el principio de presunción de inocencia importa el 

desplazamiento de la carga de la prueba hacia quien acusa y por tanto no se 

puede exigir que quien se encuentra en calidad de imputado tenga la obligación 

de aportar elementos probatorios que los conduzcan a su propia incriminación.  

 Principio de legitimidad de la prueba: El artículo VIII numeral 2 del Título

Preliminar del Nuevo Código Procesal Penal (2004) se ha establecido que 
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carecerán de efecto legal aquellas pruebas que se obtengan directa o 

indirectamente, violando los derechos fundamentales de la persona. En ese 

sentido Vicuña (2012) afirma que si la Policía o el Ministerio Público en la labor de 

investigación obtiene medios probatorios mediante actos ilícitos, éstos no pueden 

ser utilizados dentro de un proceso y se considerarán como no realizados. 

 Principio de no auto incriminación: La Constitución Política del Perú,

reconoce el derecho a la no auto incriminación en su artículo 2°, numeral 24 inciso 

h) al señalar que toda declaración que se obtenga con violencia carecerá de valor.

Asimismo lo encontramos consagrado en el artículo IX numeral 2 del Título 

Preliminar del Nuevo Código Procesal Penal (2004) al señalar que no se puede 

obligar a ninguna persona a declarar o reconocer su culpabilidad.  

Respecto a ello, Maier (2004) señala que no existen dudas en relación a las 

consecuencias que trae consigo esta garantía para el imputado, dentro del 

procedimiento penal, tales como: La facultad del imputado de abstenerse a 

declarar; la voluntariedad de la declaración del imputado, no puede ser 

menoscabada por algún medio y la libertad de decisión del imputado al momento 

de su declaración, no puede ser coaccionada a través de un acto que lesione su 

integridad física o moral. Asimismo, Office of the Queensland Parliamentary 

Counsel (2013) señala en relación a este principio que quien alegue que una 

persona ha cometido un delito, debe probarlo y no se puede obligar al acusado a 

aportar pruebas en contra suya. 

 Principio de proporcionalidad: De acuerdo a lo enunciado por Moreno (s.f.)

toda norma que tenga una pena desproporcional, por no encontrarse acorde a la 

gravedad del delito y a la culpabilidad del autor, estará contemplando un 

mecanismo de sanción innecesaria. Siendo necesario precisar que la norma 

establecida en el artículo 368° del Código Penal presenta una pena más grave 

que la del artículo 274º ,esto es el delito de conducción en estado de ebriedad. 

 Principio ne bis in ídem: Caro (s.f) señala que ello rige cuando

concurre la llamada triple identidad: de sujeto, hecho y fundamento. Así en la 

sentencia del 16 de abril de 2003- Exp. Nº 2050- 2002-AA-TC expresa la 

imposibilidad de que recaigan dos sanciones sobre un mismo sujeto por una 

misma infracción, ya que tal proceder representaría un exceso del 

poder  sancionador,  contrario a las garantías del Estado de Derecho.   
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III. METODOLOGÍA

3.1. Tipo y diseño de investigación

El tipo de investigación fue aplicada. Este tipo de investigación según el 

Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación Tecnológica 

(CONCYTEC, 2018) “Está dirigida a determinar, a través del conocimiento 

científico, los medios (metodologías, protocolos y tecnologías) por los cuales 

se puede cubrir una necesidad reconocida y específica” (p.4). Por su parte 

Lozada (2014) señala que este tipo de investigación tiene como objetivo crear 

conocimiento con aplicación directa y a un mediano plazo dentro de un sector 

productivo o en la sociedad. 

El análisis de la presente investigación se basó en las teorías respecto a la 

tipicidad objetiva y subjetiva del tipo penal del delito de desobediencia a 

someterse a un examen etílico o toxicológico, la evolución legislativa del delito 

en mención,  las definiciones de dichos exámenes y las garantías procesales. 

El diseño de investigación fue no experimental, transversal descriptiva y 

propositiva. Según Hernández, Fernández y Baptista (2014) afirman que, 

estos tipos de diseños se orientan a buscar de qué forma una o más variables 

inciden dentro de una población, se trata de estudios simplemente 

descriptivos. Así Rodríguez (2014) ha señalado que en este tipo de diseños 

las variables no son manipuladas por el investigador, solo se observan en un 

tiempo determinado y en su ambiente natural.  

La investigación al no aplicar ningún estímulo se ha considerado no 

experimental descriptivo, porque analizó el delito de desobediencia a someter 

a un examen etílico o toxicológico y su incidencia en las garantías del proceso 

penal peruano actual y fue propositiva porque ha propuesto suprimir dicho 

delito del Código Penal a fin de amparar las garantías referidas. 

3.2. Variables y operacionalización 

De acuerdo con Ferrer (2010), una variable constituye una propiedad que es 

susceptible de observación o medición, la misma que es aplicada a 
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determinado grupo de personas u objetos, los cuales van a adquirir 

manifestaciones o valores diversos en relación a la variable. 

La operacionalización de éstas ha guardado vinculación con la metodología 

usada para recolectar datos. 

Por tanto, las variables que se han identificado en la presente investigación 

son las siguientes: 

-Variable independiente: “Delito de desobediencia a realizarse un examen

etílico o toxicológico” 

Para Juarez (2017) este delito puede ser cometido por particulares o 

funcionarios públicos cuando se encuentren obligados a obedecer una orden 

emitida por un funcionario público dentro del ejercicio de sus funciones. 

-Variable dependiente: “Garantías en el Proceso Penal”

Para Porro y Florio (s.f) aquellas son principios o derechos establecidos en la 

Constitución que buscan brindar un marco de seguridad jurídica al imputado. 

(Ver Anexo 01- Matriz de Operacionalización de Variables). 

3.3. Población, muestra y muestreo 

La población según Arias, Villasís y Miranda (2016), constituye el conjunto de 

casos, que se encuentran definidos y son accesibles, no sólo comprenden a 

los seres humanos, sino que además pueden ser animales, expedientes, 

objetos y otros, por tanto el término adecuado a emplear sería el de universo 

de estudio, la población es un referente para seleccionar la muestra siempre 

que se cumplan determinados criterios.  

La muestra de acuerdo con López (2004) es una parte del universo de estudio 

o de la población, constituye un subconjunto de la misma, por tanto se afirma

que ésta es una parte representativa de aquella y para calcular el tamaño de 

la muestra existen fórmulas, lógicas y otros componentes. 
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Por ello, la población de la presente investigación estuvo conformada por los 

32 funcionarios que laboran en la Segunda Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Piura. 

El muestreo en la presente investigación ha sido de tipo no probabilístico por 

conveniencia, para Ochoa (2015) ésta constituye una técnica empleada 

comúnmente para seleccionar una muestra de la población que es accesible 

para el investigador y porque es de interés. Los criterios de inclusión y 

exclusión deben estar correctamente definidos.   

Por tanto los criterios de inclusión y exclusión fueron los siguientes: 

-Criterios de inclusión:

-Sólo fiscales y asistentes en función fiscal.

-Los asistentes en función fiscal deben tener mínimo 4 años en el cargo.

-Criterios de exclusión:

-Asistentes administrativos

-Asistentes en función fiscal con menos de 4 años en el cargo.

La muestra en la presente investigación estuvo conformada por 20  

funcionarios  que laboran en la Segunda Fiscalía Provincial Penal Corporativa 

de Piura. 

3.4. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 

La técnica de recolección de datos que se empleó en la presente 

investigación fue la encuesta. Para el autor García (s.f) la encuesta constituye 

una investigación que se realiza a una muestra representativa, empleando 

procedimientos estandarizados de interrogación a fin de obtener mediciones 

cuantitativas de las características tanto objetivas como subjetivas de la 

población.  

El instrumento de recolección de datos que se empleó en la presente 

investigación fue el cuestionario, el mismo que constó de 10 preguntas. Para 
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Galán (2009) define a este instrumento como el conjunto de preguntas que se 

realizan en relación a la variables que se van a medir, asimismo señala que 

un diseño de preguntas mal elaboradas, generará que se recopile información 

incompleta y por tanto no confiable. (Ver Anexo 02- Cuestionario dirigido a 

Fiscales y Asistentes en función fiscal de la Segunda Fiscalía Provincial 

Penal Corporativa de Piura) 

La validación del instrumento empleado en la presente investigación se 

efectuó por el Criterio de Validación de Experto, el mismo que contiene los 

datos del especialista en la materia y los criterios a evaluar tales como: 

Claridad, objetividad, actualidad, organización, suficiencia, intencionalidad, 

consistencia, coherencia y metodología, los mismos que serán evaluados con 

los calificativos siguientes: deficiente, aceptable, bueno, muy bueno y 

excelente y finalmente consignará su firma en señal de conformidad. (Ver 

Anexo 03 –Constancias y Fichas de Validación del Instrumento) 

En la presente investigación, se contó con la validación de tres (03) 

especialistas y sus calificativos fueron los siguientes: 

Tabla 1: Validación de Especialistas 

ESPECIALISTAS NIVEL DE CALIFICACIÓN 

Magister. Pierr Adrianzen Román 

Especialista en Derecho Penal 

MUY BUENO/ EXCELENTE 

Doctora. Liliana Jiménez Ordinola 

Especialista en Derecho Penal 

MUY BUENO/ EXCELENTE 

Magister. Milton Coronado Villarreyes 

Especialista en Derecho Constitucional 

MUY BUENO/ EXCELENTE 
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Para el análisis de confiabilidad, se procesaron las preguntas contenidas en el 

instrumento de recolección de datos empleado en la presente investigación, el 

cual es un cuestionario, a través del programa SPSS versión 25, y luego de 

analizar las variables y datos, se obtuvo como resultado de confiabilidad: Alfa 

de Cronbach 0,866, con 10 elementos procesados, lo cual representa un nivel 

de confiabilidad aceptable. (Ver Anexo 04 -Tabla de Confiabilidad del 

Instrumento) 

3.5. Procedimientos 

Como primer paso  se determinó la población y la respectiva muestra a la 

cual se le aplicará el instrumento de recolección de datos, la misma que se 

encuentra conformada por 20 Fiscales y Asistentes en Función Fiscal que 

laboran en la Segunda Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Piura. 

Como segundo paso, se procedió a la elaboración del instrumento de 

recolección de datos, el mismo que consiste en un cuestionario de 10 

preguntas, las mismas que fueran formuladas teniendo en cuenta los 

indicadores de la Matriz de Operacionalización de Variables. 

Como tercer paso, se procedió a la validación del instrumento, para lo cual 

se presentó el mismo a 3 especialistas en materia penal y constitucional, con 

conocimiento metodológico a fin de que evalúen la precisión, coherencia y 

pertinencia del mismo antes de ser aplicado a la muestra seleccionada. 

Como cuarto paso, se procesó el instrumento a través programa SPSS 

versión 25, a fin de determinar el nivel de confiabilidad del mismo y a través 

de una prueba piloto, el resultado que se obtuvo en el Alfa de Cronbach fue 

favorable. 

Como quinto paso, se realizó la aplicación del instrumento válido y confiable 

a la muestra determinada, el mismo que se aplicó de manera anónima y para 

lo cual se requirió que el encuestado respondiera con veracidad y seguridad a 

fin de obtener los datos que contribuyan a la presente investigación. Cabe 

indicar que el instrumento se aplicó de manera virtual, cuyo tiempo estimado 

para la solución de éste fue de 20 minutos.  
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3.6. Método de análisis de datos 

En la presente investigación se empleó  el programa SPSS versión 25 para el 

procesamiento de los datos que se obtuvieron con la aplicación del 

instrumento, para luego interpretar y representar dichos resultados en tablas y 

gráficos estadísticos.  

Asimismo, el método de análisis de datos que se empleó, fue el método 

hermenéutico. Para Cisterna (2005) este método permite seleccionar la 

información pertinente que se relaciona con la materia de estudio, 

posteriormente se realiza una triangulación que consiste en la comparación 

entre los sujetos a los cuales se les aplicó el instrumento de recolección de 

datos en función a cada interrogante planteada, siendo importante que la 

investigación cuente con un corpus coherente y ello se logra con la 

triangulación de todos los instrumentos empleados para luego realizar una 

triangulación o comparación con el marco teórico o fuentes bibliográficas.  

3.7. Aspectos éticos 

La presente investigación se realiza en mérito a una problemática actual que 

se ha identificado en el área del derecho penal y procesal penal, siendo que 

para el sustento de la misma, se ha recopilado información de diferentes 

fuentes bibliográficas, de total confiabilidad, entre ellas libros, tesis así como 

material hallado en sitios web, los mismos que han sido plasmados en el 

presente estudio, respetando los lineamientos establecidos para las citas 

acorde a las normas APA. Se tiene en cuenta además que la recolección de 

datos si bien se realizó de manera anónima, se ha velado por la existencia de 

un consentimiento informado de los individuos que participaron en la misma, 

además los datos obtenidos se procesaron con la mayor credibilidad posible, 

a fin de lograr  los resultados que coadyuvaron a esta investigación, por tanto 

se afirma que se han respetado los principios establecidos en el artículo 3º del 

Código de Ética en Investigación (2020).  
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IV. RESULTADOS

Luego de la aplicación del cuestionario dirigido a Fiscales y Asistentes en Función 

Fiscal de la Segunda Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Piura, se obtuvieron 

los siguientes datos, los mismos que se encuentran agrupados de acuerdo a cada 

objetivo específico planteado. 

Respecto al primer objetivo los resultados obtenidos son los que se detallan a 

continuación:  

 

 

 

 

Figura 1. Analizar la obligatoriedad de someter a una persona a la realización de 

un examen corporal 

Interpretación: Como se evidencia, las preguntas que se formularon en torno a 

este primer objetivo fueron: Pregunta 2, Pregunta 6 y Pregunta 9. 

Con relación a la Pregunta 2, en la que se interrogó: ¿Considera Ud. que se 

afecta la garantía de la no autoincriminación si se obliga a un ciudadano a la toma 

de muestras corporales? El 20 % de los encuestados que equivale a 4 personas 
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del número total, consideró que sí se afecta la garantía de la no autoincriminación 

si se obliga a un ciudadano a la toma de muestras corporales, el 55%, que 

equivale a 11 personas, consideró que no se ve afectada esta garantía y el 25% 

que equivale a las 5 personas restantes, opinó que tal vez esta garantía si se 

puede ver afectada si se obliga a un ciudadano a la toma de muestras corporales.  

Con relación a la Pregunta 6, en la que se cuestionó: El segundo párrafo del 

artículo 368° del Código Penal, al no señalar que deban existir indicios de 

infracción al tráfico rodado para tornar en obligatorio el obedecer la orden de 

realizarse un examen etílico o toxicológico ¿representaría una afectación al 

principio de legitimidad de la prueba? El 30% de los encuestados, que equivale  a 

6 personas de número total, consideró que si hay afectación al principio de 

legitimidad de la prueba, el 40% que equivale 8 personas consideró que no lo hay 

y el 30% que equivale a las 6 personas restantes consideró que tal vez exista 

afectación a este principio por la forma en la que se encuentra redactada esta 

norma.  

Respecto a la Pregunta 9, en la que se interrogó: ¿Es necesario que existan 

indicios racionales del estado de ebriedad o drogadicción de una persona antes 

de obligarla a realizarse un examen de sangre u otros fluidos corporales? El 75% 

de los encuestados, que equivale a 15 personas del número total consideró que si 

es necesario que existan indicios raciones de ebriedad o drogadicción para 

obligar a una persona a relanzarse un examen sanguíneo u otros fluidos 

corporales, el 15% que equivale a 3 personas consideró que ello no es necesario 

y el 10% que equivale a las 2 personas restantes, consideró que tal vez es 

necesario ello 

Respecto a este primer objetivo, se puede evidenciar que el 75% de los 

encuestados considera que antes de tornar en obligatorio el someter a una 

persona a un examen corporal, como los descritos, deben existir indicios 

racionales del estado de ebriedad de esta persona y si bien un 55% consideró 

que ello no afecta la garantía de no autoincriminación se debe tener en cuenta 

que al momento de ser interrogados por la redacción de la norma y su afectación 

al principio de legitimidad de la prueba, un 60% de los encuestados a través de 

sus respuestas ha evidenciado que existen rasgos de afectación a este principio.  
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Respecto al segundo objetivo, los resultados obtenidos fueron los siguientes: 

Figura 2. Describir las posturas que existen respecto a la legitimidad de la prueba 

en el delito de desobediencia a realizarse un examen etílico o toxicológico 

Interpretación: De acuerdo con este objetivo, las preguntas que se formularon en 

torno al mismo fueron: Pregunta 1, Pregunta 5, Pregunta7., Pregunta 8, y 

Pregunta10. 

Con relación a la Pregunta 1, en la que se cuestionó ¿Cuál de los siguientes 

delitos considera que es el de mayor gravedad comisiva: Conducción en estado 

de ebriedad o drogadicción o Desobediencia a la orden de realizarse un examen 

etílico o toxicológico? El 75% de los encuestados, que equivale a 15 personas del 

número total, consideró que el delito de Conducción en estado de ebriedad o 

drogadicción es el de mayor gravedad comisiva, mientras que un 25%, que 

equivale a las 5 personas restantes, opinaron que el de mayor gravedad comisiva 

es  el delito Desobediencia a la orden de realizarse un examen etílico o 

toxicológico. 
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Respecto a la Pregunta 5, en la que se cuestionó: ¿Ha conocido procesos por 

desobediencia a una orden de realizarse un examen de sangre u otros fluidos 

corporales para detectar el nivel de alcohol o sustancias estupefacientes? El 60% 

de los encuestados, que equivale a 12 personas del número total, señaló no 

haber conocido procesos por este delito mientras que el 40% que equivale a las 8 

personas restantes, indicó haber conocido procesos por este delito.  

Con relación a la Pregunta 7, en la que preguntó: Siendo el derecho penal de 

última ratio ¿Está de acuerdo con la criminalización de la conducta de 

desobediencia a una orden de realizarse un examen etílico o toxicológico? El 35% 

de los encuestados que equivale a 7 personas, se encontró de acuerdo con la 

criminalización de esta conducta, el 15% que equivale a 3 personas, se encontró 

parcialmente de acuerdo con ello, mientras que el 50%  que equivale a las 10 

personas restantes se encuentra en desacuerdo con esta medida. 

Con relación a la Pregunta 8, en la que se interrogó: A fin de evitar que la 

conducta de  desobediencia a una orden de realizarse un examen etílico o 

toxicológico sea elevada a la categoría de delito ¿Estaría de acuerdo con que se 

proponga un mayor rigor sancionatorio en sede administrativa? El 60% de los 

encuestados que equivale a 12 personas del número total, manifestó estar de 

acuerdo con esta medida, el 20% que equivale a 4 personas señaló estar 

parcialmente de acuerdo con ello mientras que el 20%  que equivale a las 4 

personas restantes, se encontró en desacuerdo con esta propuesta.  

Respecto a la Pregunta 10, en la que se cuestionó: ¿Considera que el segundo 

párrafo del artículo 368 del Código Penal que tipifica la desobediencia a una 

orden de realizarse un examen de sangre u otros fluidos corporales para detectar 

el nivel de alcohol o sustancias estupefacientes debería ser modificado en cuanto 

a: reducción de la pena, no tipificar la conducta como delito o ninguna de las 

anteriores? El 50% de los encuestados, que equivale a 10 personas del número 

total, consideró que este delito debería ser modificado  en cuanto a la reducción 

de la pena, el 30% que equivale a 6 personas, considera que no se debería 

tipificar esta conducta como delito, mientras que el 20% que equivale a las 4 

personas  restantes, considera que no se debería adoptar ninguna de estas dos 

opciones.  
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En relación al tercer objetivo, los resultados que se obtuvieron fueron los 

siguientes: 

Figura 3. Evaluar cómo el delito de desobediencia a realizarse un examen etílico o 

toxicológico, en los casos de conducción en estado de ebriedad afecta las 

garantías del proceso penal peruano actual 

Interpretación: Las preguntas que giran en torno a este objetivo son las 

siguientes: Pregunta 2, Pregunta 3, Pregunta 4 y Pregunta 6,  

Los resultados de las preguntas 2 y 6, se han interpretado en líneas anteriores, al 

guardar relación también con los objetivos que anteceden por tanto corresponde 

realizar la interpretación de los resultados de las preguntas 3 y 4.  

Con respecto a la Pregunta 3 en la que se interrogó: Antes del 2018, desobedecer 

una orden a realizarse un examen etílico o toxicológico (Art. 368 segundo párrafo 
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del Código Penal) era sancionado con una pena privativa de libertad no menor de 

6 meses ni mayor de 4 años, actualmente la misma es no menor de 4 años ni 

mayor de 7 años ¿Está de acuerdo con el incremento de pena? El 30% de los 

encuestados, que equivale a 6 personas del número total, se encuentra de 

acuerdo con el incremento de pena, el 25% que equivale a 5 personas se 

encuentra parcialmente de acuerdo mientras que el 45% que equivale a las 9 

personas restantes, se encuentra en desacuerdo con ello. 

En relación a la Pregunta 4, en la que se cuestionó: ¿Considera Ud. que es indicio 

de culpabilidad  el que un sujeto muestre su negativa a realizar un examen etílico 

o toxicológico? El 45% que representa a 9 personas del número total consideró

que ello si es indicio de culpabilidad, el 40% que equivale a 8 personas consideró 

que ello no es así, mientras que el 25% que equivale a las 3 personas restantes 

consideró que ello tal vez pueda ser indicio de culpabilidad.  

Considerando  que la hipótesis planteada en la presente investigación ha sido la 

siguiente: “Si se suprime el delito de desobediencia a realizarse un examen etílico 

o toxicológico en los casos de conducción en estado de ebriedad del Código

Penal se amparan las garantías del proceso penal peruano actual.”, se prevé que 

los encuestados a través de los datos brindados han evidenciado que la misma 

tiene consistencia lógica toda vez que este delito amerita un reexamen jurídico.  
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V. DISCUSIÓN

Posterior a la descripción detallada de los resultados obtenidos en la presente 

investigación luego de aplicado el instrumento de recolección de datos, ha sido 

importante analizar los mismos en función del marco teórico que contempló el 

presente estudio en integro cumplimiento de los objetivos planteados.   

Al respecto, uno de los antecedentes a nivel internacional que fue considerado en 

la presente investigación fue el de Moran (2018) con su investigación titulada 

“Resistencia de los conductores durante la aplicación de exámenes fiscalizadores: 

una revisión desde la política criminal”, estudio desarrollado en Ecuador, cuya 

conclusión con mayor realce fue que, sí se vulnera el principio de presunción de 

inocencia si se llega a calificar de infractor a quien se niega a pasar la prueba del 

alcohotest y si se obtiene sin su consentimiento, esa prueba carece de validez; en 

sentido la pregunta realizada en el cuestionario de la presente investigación y  

que se vincula a este antecedente fue: ¿Es necesario que existan indicios 

racionales del estado de ebriedad o drogadicción de una persona antes de 

obligarla a realizarse un examen de sangre u otros fluidos corporales?, 

obteniendo que el 75% de los encuestados, equivalente a 15 personas del 

número total, consideró que si es necesario que existan indicios racionales del 

estado de ebriedad o drogadicción en que se encuentre una persona para 

obligarla a relanzarse un examen sanguíneo o de otros fluidos corporales. 

En ese orden de ideas, ello permite colegir, que es necesario que concurran 

indicios racionales del presunto estado de ebriedad en el que se encuentre un 

conductor antes de obligarlo a la realización de un examen corporal para detectar 

el nivel de alcohol o de cualquier otra sustancias o estupefaciente que esté 

alterando su percepción de la realidad y ello va de la mano con el principio de 

legitimidad de la prueba consagrado en el Código Procesal Penal, el mismo que 

señala que toda prueba que se obtenga y se pretenda incorporar dentro de un 

proceso penal debe efectuarse en el marco de los derechos fundamentales de la 

persona, caso contrario dicha prueba carecerá de validez, por tanto las ¾ partes 

de operadores jurídicos que integran la Segunda Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Piura, observando los parámetros normativos, han afirmado 
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tácitamente que no bajo cualquier argumento se puede intervenir a un sujeto 

obligándolo a pasar este tipo de exámenes, sino que deben existir elementos 

reveladores del estado de ebriedad o drogadicción que les permita realizar una 

correcta intervención a fin de velar por la seguridad del tráfico y por la integridad 

de aquella persona que irresponsablemente se encuentra al volante de un 

vehículo automotor. 

De este modo, al interrogárseles por otra pregunta vinculada al punto bajo 

análisis, la misma que se formuló de la siguiente forma: “El segundo párrafo del 

artículo 368° del Código Penal, al no señalar que deban existir indicios de 

infracción al tráfico rodado para tornar en obligatorio el obedecer la orden de 

realizarse un examen etílico o toxicológico ¿representaría una afectación al 

principio de legitimidad de la prueba?”, se obtuve como resultado crucial que el 

40% de los encuestados mostró a través de sus respuestas que ello no llega a 

ocurrir, lo que significa que el 60% restante, si llegaron a evidenciar signos de 

afectación al principio de legitimidad de la prueba ante la omisión de la norma al 

no expresar que deban existir indicios de infracción al tráfico rodado para tornar 

en obligatorio el obedecer la orden de realizarse un examen etílico o toxicológico, 

siendo que una vez más se afirma la idea de que dicha orden emanada de un 

funcionario público (sujeto que se encuentra comprendido dentro de los 

elementos objetivos del tipo penal bajo análisis),  debe ser una orden dictada 

dentro del ejercicio legal de sus funciones y donde concurran elementos 

motivadores para la emisión de la misma, pues tal como lo señalaba Melgarejo 

(2018)  si se presentan causas de justificación tales como: la legítima defensa o el 

estado de necesidad justificante, no se configurará el delito de desobediencia o 

resistencia a la autoridad.  

Por otro lado, se consideró pertinente analizar si es correcto que esta figura se 

encuentre contemplada dentro de la ley penal o sólo bastaría que ello constituya 

una infracción en sede administrativa y, al respecto se tomó en cuenta el 

antecedente internacional, desarrollado en Chile, trabajo realizado por Falcone 

(2015), en su investigación titulada “El delito de negativa injustificada de un 

conductor a someterse a los exámenes de detección de alcohol o sustancias 

estupefacientes o psicotrópicas”, en la que el autor concluyó que aún existen 
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dudas respecto a que la progresiva criminalización de aquellos comportamientos 

que se encontraban en el ámbito del derecho administrativo sancionador sea el 

camino correcto, toda vez que ello ha generado problemas más graves aún, por lo 

que la discusión de la  legitimidad de ese delito no abarca solo el ámbito de las 

garantías penales o procesales sino también constitucionales, en relación a ello 

se planteó a la muestra seleccionada en la presente investigación la siguiente 

interrogante: A fin de evitar que la conducta de  desobediencia a una orden de 

realizarse un examen etílico o toxicológico sea elevada a la categoría de delito 

¿Estaría de acuerdo con que se proponga un mayor rigor sancionatorio en sede 

administrativa?, obteniendo como resultado que el 60% de los encuestados, 

porcentaje que equivale a 12 personas del número total, señaló estar de acuerdo 

con ello, lo que refleja que este delito merece un análisis legislativo, teniendo por 

primacía que el derecho penal es de ultima ratio, por tanto no toda conducta 

puede ser llevaba siempre al campo del derecho penal cuando existen otras vías 

que satisfactoriamente brindan una solución a ello. 

En ese sentido, se formuló además la siguiente interrogante: Siendo el derecho 

penal de última ratio ¿Está de acuerdo con la criminalización de la conducta de 

desobediencia a una orden de realizarse un examen etílico o toxicológico?, 

logrando que el 50% de los encuestados que equivale a 10 personas, señalaran 

no  estar de acuerdo con que dicha conducta se criminalice, a comparación de un 

35% que señaló estar de acuerdo con ello, resultados que avalan la idea de que 

la sola desobediencia por pasar este tipo de exámenes corporales no puede ser 

motivo de sanción penal sino administrativa, siendo importante agregar que 

incluso para imponerse dicha sanción en esta última vía, deben examinarse los 

factores por los cuales dicha persona no quiere acatar la orden de someterse a 

este tipo de exámenes y, si los mismos tienen justificación suficiente, entonces 

tampoco puede ser motivo de sanción administrativa.  

Y bajo este contexto es menester señalar que actualmente el Reglamento 

Nacional de Tránsito ha previsto que el conducir con presencia de alcohol en la 

sangre con proporción mayor a la descrita en el Código Penal o bajo cualquier 

efecto producto por otra sustancia o estupefaciente, debidamente comprada con 

el examen respectivo o por negarse al mismo,  será pasible de una multa 
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equivalente al 50% de una UIT, toda vez que ello constituye una infracción con 

código M02 y con calificación muy grave, lo que evidencia que esta conducta ya 

ha sido prevista en otro cuerpo normativo, por tanto existen signos de duplicidad 

de sanción, lo que genera a todas luces una vulneración al principio “ne bis in 

ídem”, al presentarse una triple identidad en cuanto a: hecho, sujeto y 

fundamento.  

Por otro lado, el 50 % de los encuestados ha señalado que este delito 

contemplado en el segundo párrafo del artículo 368 del Código Penal, debería ser 

modificado en cuanto a la reducción de la pena y ello porque actualmente el delito 

de desobediencia y resistencia a la autoridad en la modalidad que se ha analizado 

el presente estudio, ha establecido una pena privativa de libertad no menor de 

cuatro ni mayor de siete años, lo que para este porcentaje de la muestra 

seleccionada resulta desproporcional si se toma en cuenta que el conducir un 

vehículo automotor sanciona con una pena no menor de seis meses ni mayor de 

dos años y para dar mayor sustento a ello, cuando se les realizó la interrogante: 

¿Cuál de los siguientes delitos considera que es el de mayor gravedad comisiva: 

Conducción en estado de ebriedad o drogadicción o Desobediencia a la orden de 

realizarse un examen etílico o toxicológico? El 75% de los encuestados, consideró 

que el delito de Conducción en estado de ebriedad o drogadicción es el de mayor 

gravedad comisiva, por tanto resulta incongruente que la sola desobediencia a 

pasar este tipo de exámenes de dosaje etílico sea sancionado con una pena 

mucho mayor a la de encontrarse en estado de ebriedad a bordo de un vehículo 

automotor, en ese sentido se comparte la postura de Moreno (s.f.) quien señala 

que toda norma que tenga una pena desproporcional, por no ir acorde a la 

culpabilidad del autor y a la gravedad del delito, contemplará un mecanismo de 

innecesaria sanción. Por esta razón otro 30% consideró que la mejor opción es no 

tipificar dicha conducta como delito y es que evidentemente existen principios del 

proceso penal que se ven afectados con la aplicación de esta norma, procesando 

y sancionando a conductores inmersos en este tipo de hechos.  



 27 

VI. CONCLUSIONES

1. Se determinó que la supresión (derogación) de la conducta tipificada en el

segundo párrafo del artículo 368º del Código Penal, esto es la

desobediencia a realizarse un examen etílico o toxicológico, en los casos

de conducción en estado de ebriedad, constituye una opción válida a fin de

salvaguardar las garantías del proceso penal peruano actual y ello se ha

corroborado de la información brindada por la muestra seleccionada en el

presente estudio.

2. Se evidenció la postura de los funcionarios que laboran en la Segunda

Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Piura, respecto a que, para obligar

a una persona a la realización de este tipo de exámenes corporales, es

necesario que existan indicios racionales del estado de ebriedad en el que

se encuentre el conductor de un vehículo motorizado y evaluando además,

las circunstancias que lleguen a justificar una situación de desobediencia.

3. Se sostuvo que el principio de legitimidad de la prueba, debe ser el

referente esencial en todo acto de intervención policial y el fin que debe

perseguir toda orden emanada de un funcionario público que pretenda

extraer cierta información del presunto infractor a través de la realización

de estos exámenes de dosaje etílico o toxicológico, ello además con el

objetivo de no vulnerar derechos fundamentales a través de actos

coercitivos.

4. De los datos evaluados, se tiene que, la regulación de esta conducta

dentro de la norma penal no hace más que afectar el principio de

proporcionalidad, al establecer una pena que no va acorde con la gravedad

de la conducta si se compara con el tipo penal de conducción en estado de

ebriedad; así también el principio de no autoincriminación, presunción de

inocencia y el de ne bis in ídem, al obligar a una persona a brindar

información a través de la extracción de muestras corporales y sancionar

su negativa en doble vía: penal y administrativa.
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VII. RECOMENDACIONES

1. Se recomienda al Congreso de la República del Perú, reexaminar la

tipificación de la conducta contemplada en el segundo párrafo del artículo

368º del Código Penal y se realice la supresión (derogación) de la misma, a

fin de que la desobediencia a realizarse un examen etílico o toxicológico,

en los casos en los que se presuma un acto de conducción en estado de

ebriedad, no forme parte del marco penal, sino que sea el derecho

administrativo sancionador quien se avoque a la regulación de esta causa,

claro está, salvaguardando los principios constitucionales.

2. Se recomienda al Ministerio Público- Fiscalía de la Nación, tener presente

que si bien la carga de la prueba recae sobre este órgano, la misma se

debe obtener sin vulnerar los derechos fundamentales del imputado, por

tanto no bajo cualquier argumento se debe activar el sistema procesal

penal, menos para sancionar a una persona por el delito de desobediencia

a realizarse un examen etílico o toxicológico, en los casos de conducción

en estado de ebriedad, cuando satisfactoriamente otra vía puede cumplir

este objetivo sancionador, sin poner en peligro la libertad del investigado.

3. Se recomienda a la Unidad de Tránsito de la Policía Nacional de Perú,

actuar dentro del marco protocolar establecido, ante una intervención u

operativo de control de tránsito y sólo exigir la realización de una prueba de

alcoholemia y posterior examen sanguíneo si existen indicios suficientes

del estado de ebriedad de un conductor, caso contrario serían ellos

quienes terminarían incurriendo en el delito de omisión de actos

funcionales.

4. Se recomienda a los conductores de tránsito, que velen por la seguridad

del tráfico rodado y, ante cualquier orden policial o judicial que vulnere sus

derechos fundamentales, poner de conocimiento a las autoridades

correspondientes a fin de que repriman dicho actuar; toda vez que, no se

puede tolerar que, bajo la denominación de “intervención policial o control

de tránsito”, se cause una lesión a su integridad.
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https://medlineplus.gov/spanish/pruebas-de-laboratorio/prueba-de-alcohol-en-la-sangre/
https://addi.ehu.es/bitstream/handle/10810/18596/TFG%20-%20Villaquir%c3%a1n%20Bidegain%2c%20Josu%c3%a9.pdf?sequence=1&isAllowed=y
https://addi.ehu.es/bitstream/handle/10810/18596/TFG%20-%20Villaquir%c3%a1n%20Bidegain%2c%20Josu%c3%a9.pdf?sequence=1&isAllowed=y
https://addi.ehu.es/bitstream/handle/10810/18596/TFG%20-%20Villaquir%c3%a1n%20Bidegain%2c%20Josu%c3%a9.pdf?sequence=1&isAllowed=y


ANEXOS 

Anexo 01: 

Matriz de Operacionalización de Variables 

VARIABLES 
DEFINICIÓN 

CONCEPTUAL 

DEFINICIÓN 

OPERACIONAL 
DIMENSIONES INDICADORES INSTRUMENTO ESCALAS 

Delito de 

desobediencia 

a realizarse un 

examen etílico 

o toxicológico

(Variable 

independient

e) 

Para Juárez 

(2017) este delito 

puede ser 

cometido por 

particulares o 

funcionarios 

públicos cuando 

se encuentren 

obligados a 

obedecer una 

orden emitida por 

un funcionario 

público en el 

ejercicio de sus 

funciones. 

Para la 

configuración de 

este delito, es 

necesario que 

medie una orden 

legal dada por un 

funcionario 

público, se aplica 

en los casos de 

conducción en 

estado de 

ebriedad, esta 

conducta es 

imputable a título 

de dolo. 

Elementos del 

tipo penal 

-Tipicidad

Objetiva 

-Tipicidad

Subjetiva 

Cuestionario 

Nominal 

Examen etílico o 

toxicológico 

-Procedimiento

-Tipos de fluidos

Nominal 

Protocolo de 

Intervención 

-Ejercicio

policial o fiscal 

-Orden legal Nominal 



Garantías del 

Proceso Penal 

(Variable 

dependiente) 

Para Porro y 

Florio (s.f) 

aquellas son 

principios o 

derechos 

establecidos en 

la Constitución 

que buscan 

brindar un marco 

de seguridad 

jurídica al 

imputado. 

El Título Preliminar 

del Nuevo Código 

Procesal Penal, ha 

establecido 

garantías 

procesales para la  

equidad entre la 

búsqueda de la 

verdad y los 

derechos 

fundamentales del 

imputado.  

Principio de no 

autoincriminación 

-Voluntad de 

declaración del 

imputado 

-Facultad de 

abstención de 

declaración del 

imputado 

Cuestionario 

Nominal 

Principio de 

legitimidad de la 

Prueba 

-Práctica de la

prueba 

Nominal 

Principio de 

presunción de 

inocencia 

-Causas

justificables 

-Nivel de

cumplimiento 

Nominal 

Principio de 

Proporcionalidad 

-Gravedad del

delito 

-Pena privativa

de libertad 

Nominal 



Anexo 02: 

Cuestionario dirigido a Fiscales y Asistentes en Función Fiscal de la 
Segunda Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Piura 

TÍTULO: Análisis del delito de desobediencia a realizarse un examen etílico 
o toxicológico con relación a las garantías del proceso penal peruano 

actual. 

Objetivo: Analizar las opiniones de los Fiscales y Asistentes en Función Fiscal de 

la Segunda Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Piura que permitan 

determinar la afectación de las garantías del proceso penal actual con relación al 

delito de desobediencia a someterse a un examen etílico o toxicológico. 

Consigna: El cuestionario que se relaciona, persigue determinar la afectación de 

las garantías del proceso penal actual con relación al delito de desobediencia a 

someterse a un examen etílico o toxicológico. Por tanto la sinceridad en sus 

respuestas, tendrá un gran aporte en la presente investigación.  

DATOS GENERALES DEL ENCUESTADO 

Función: Fiscal (       )   Asistente en Función Fiscal (      ) 

Grado Académico: Licenciado (      )       Magister (      )     Doctor (      ) 

Años de Experiencia: _______ 

A continuación se presentan 10 preguntas las cuales giran en torno al delito de 

desobediencia a someterse a un examen etílico o toxicológico y su relación con 

las garantías del proceso penal. Marque con una X la respuesta que en su criterio 

considere apropiada.  

1. En el año 2009, se promulgó la Ley N° 29439, Ley que incorpora artículos al

Código Penal referidos a la conducción en estado de ebriedad o drogadicción

y con ello se criminalizó la desobediencia a la orden de realizarse un examen

etílico o toxicológico, por tanto ¿Cuál de los siguientes delitos considera que

es el de mayor gravedad comisiva?

a) Conducción en estado de ebriedad o drogadicción

b) Desobediencia a la orden de realizarse un examen etílico o toxicológico



2. ¿Considera Ud. que se afecta la garantía de la no autoincriminación si se

obliga a un ciudadano a la toma de muestras corporales?

a) Sí

b) No

c) Tal vez

3. Antes del 2018, desobedecer una orden a realizarse un examen etílico o

toxicológico (Art. 368 segundo párrafo del Código Penal) era sancionado con

una pena privativa de libertad no menor de 6 meses ni mayor de 4 años,

actualmente la misma es no menor de 4 años ni mayor de 7 años ¿Está de

acuerdo con el incremento de pena?

a) De acuerdo

b) Parcialmente de acuerdo

c) En desacuerdo

4. ¿Considera Ud.  que es indicio de culpabilidad  el que un sujeto muestre su

negativa a realizar un examen etílico o toxicológico?

a) Sí

b) No

c) Tal vez

5. ¿Ha conocido procesos por desobediencia a una orden de realizarse un

examen de sangre u otros fluidos corporales para detectar el nivel de alcohol

o sustancias estupefacientes?

a) Sí

b) No

6. El segundo párrafo del artículo 368° del Código Penal, al no señalar que

deban existir indicios de infracción al tráfico rodado para tornar en obligatorio

el obedecer la orden de realizarse un examen etílico o toxicológico

¿representaría una afectación al principio de legitimidad de la prueba?

a) Sí

b) No

c) Tal vez



7. Siendo el derecho penal de última ratio ¿Está de acuerdo con la

criminalización de la conducta de desobediencia a una orden de realizarse un

examen etílico o toxicológico?

a) De acuerdo

b) Parcialmente de acuerdo

c) En desacuerdo

8. A fin de evitar que la conducta de  desobediencia a una orden de realizarse

un examen etílico o toxicológico sea elevada a la categoría de delito ¿Estaría

de acuerdo con que se proponga un mayor rigor sancionatorio en sede

administrativa?

a) De acuerdo

b) Parcialmente de acuerdo

c) En desacuerdo

9. ¿Es necesario que existan indicios racionales del estado de ebriedad o

drogadicción de una persona antes de obligarla a realizarse un examen de

sangre u otros fluidos corporales?

a) Sí

b) No

c) Tal vez

10. Considera que el segundo párrafo del artículo 368 del Código Penal que

tipifica la desobediencia a una orden de realizarse un examen de sangre u

otros fluidos corporales para detectar el nivel de alcohol o sustancias

estupefacientes debería ser modificado en cuanto a:

a) Reducción de la pena

b) No tipificar la conducta como delito

c) Ninguna de las anteriores

Observaciones:____________________________________________________

_________________________________________________________________ 

Muchas gracias por su colaboración.



Anexo 03: 

Constancias y Fichas de Validación del Instrumento 

FICHA DE VALIDACIÓN 

TEMA DE TESIS: “Análisis del delito de desobediencia a realizarse un examen etílico o toxicológico con relación 

a las garantías del proceso penal peruano actual” 

Indicadores Criterios 
Deficiente 

0 – 20 

Regular 

21 – 40 

Buena 

41 – 60 

Muy Buena 

61 – 80 

Excelente 

81 – 100 
OBSERVAC. 

ASPECTOS DE VALIDACION 
0 6 11 16 21 26 31 36 41 46 51 56 61 66 71 76 81 86 91 96 

5 10 15 20 25 30 35 40 45 50 55 60 65 70 75 80 85 90 95 100 

1.Claridad

Esta formulado con 

un lenguaje 

apropiado 

X 

2.Objetividad

Esta expresado en 

conductas 

observables 

X 

3.Actualidad

Adecuado al 

enfoque teórico 

abordado en la 

investigación 

X 

4.Organización

Existe una 

organización lógica 

entre sus ítems 

X 

5.Suficiencia

Comprende los 

aspectos 

necesarios en 

cantidad y calidad. 

X 



INSTRUCCIONES: Este instrumento, sirve para que el EXPERTO EVALUADOR evalúe la pertinencia, eficacia del Instrumento que se está validando. Deberá 

colocar la puntuación que considere pertinente  a los diferentes enunciados. 

Piura,……19……… de…………junio…………………………… de 2020. 

Nombre y Apellidos Pierr Abisai Adrianzen Román 

________________________________________________ 

FIRMA 

DNI 44839542 

Teléfono 956287183 

E-mail: pieradrianzenroman@hotmail.com

6.Intencionalidad

Adecuado para 

valorar las 

dimensiones del 

tema de la 

investigación 

X 

7.Consistencia

Basado en 

aspectos 

teóricos-

científicos de la 

investigación 

X 

8.Coherencia

Tiene relación 

entre las 

variables e 

indicadores 

X 

9.Metodología

La estrategia 

responde a la 

elaboración de 

la investigación 

X 

mailto:pieradrianzenroman@hotmail.com


CONSTANCIA DE VALIDACIÓN 

Yo, Pierr Abisai Adrianzen Roman con DNI Nº 44839542 de profesión abogado desempeñándome 

actualmente como Docente Universitario; en la Universidad César Vallejo Filial Piura; por medio 

de la presente hago constar que he revisado con fines de validación los instrumentos los cuales 

se aplicaran en el proceso de la investigación. 

Luego de hacer las observaciones pertinentes, puedo formular las siguientes apreciaciones. 

INTRUMENTOS DEFICIENTE ACEPTABLE BUENO MUY BUENO EXCELENTE 

1. Claridad x 

2. Objetividad x 

3. Actualidad x 

4. Organización x 

5. Suficiencia x 

6. Intencionalidad x 

7. Consistencia x 

8. Coherencia x 

9. Metodología x 

En señal de conformidad firmo la presente en la ciudad de Piura 19 de junio del 2020. 

Apellidos y Nombres : Pierr Abisai Adrianzen Roman 

DNI : 44839542 

Especialidad : Derecho Penal 

E-mail : pieradrianzenroman@hotmail.com

________________________________________________ 

FIRMA 

mailto:pieradrianzenroman@hotmail.com


FICHA DE VALIDACIÓN 

TEMA DE TESIS: “Análisis del delito de desobediencia a realizarse un examen etílico o toxicológico con relación a las 

garantías del proceso penal peruano actual” 

Indicadores Criterios 
Deficiente 

0 – 20 

Regular 

21 – 40 

Buena 

41 – 60 

Muy Buena 

61 – 80 

Excelente 

81 – 100 
OBSERVAC. 

ASPECTOS DE VALIDACION 
0 6 11 16 21 26 31 36 41 46 51 56 61 66 71 76 81 86 91 96 

5 10 15 20 25 30 35 40 45 50 55 60 65 70 75 80 85 90 95 100 

1.Claridad

Esta formulado 

con un lenguaje 

apropiado 

X 

2.Objetividad

Esta expresado 

en conductas 

observables 

X 

3.Actualidad

Adecuado al 

enfoque teórico 

abordado en la 

investigación 

X 

4.Organización

Existe una 

organización 

lógica entre sus 

ítems 

X 

5.Suficiencia

Comprende los 

aspectos 

necesarios en 

cantidad y 

calidad. 

X 



6.Intencionalidad

Adecuado para 

valorar las 

dimensiones del 

tema de la 

investigación 

X 

7.Consistencia

Basado en 

aspectos 

teóricos- 

científicos de la 

investigación 

X 

8.Coherencia

Tiene relación 

entre las 

variables e 

indicadores 

X 

9.Metodología

La estrategia 

responde a la 

elaboración de la 

investigación 

X 

INSTRUCCIONES: Este instrumento, sirve para que el EXPERTO EVALUADOR evalúe la pertinencia, eficacia del Instrumento que se está validando. Deberá colocar la 

puntuación que considere pertinente a los diferentes enunciados. 

Piura 25 de junio de 2020. 

Nombre y Apellidos  LILIANA MAGALY JIMÉNEZ ORDINOLA 

DNI  03685455 

Teléfono  969011390 

FIRMA E-mail:  lilimag77@hotmail.com,ljimenezo@ucvvirtual.edu.pe 



CONSTANCIA DE VALIDACION 

Yo,  LILIANA  MAGALY JIMENEZ  ORDINOLA   con  DNI Nº  03685455  de   profesión   Abogada 

desempeñándome actualmente como Docente Universitario; en la Universidad Cesar Vallejo ; 

por medio de la presente hago constar que he revisado con fines de validación los 

instrumentos los cuales se aplicaran en el proceso de la investigación. 

Luego de hacer las observaciones pertinentes, puedo formular las siguientes apreciaciones. 

INTRUMENTOS DEFICIENTE ACEPTABLE BUENO MUY BUENO EXCELENTE 

1. Claridad X 

2. Objetividad X 

3. Actualidad X 

4. Organización X 

5. Suficiencia X 

6. Intencionalidad X 

7. Consistencia X 

8. Coherencia X 

9. Metodología X 

En señal de conformidad firmo la presente en la ciudad de Piura 25 de Junio del 2020. 

Apellidos y Nombres : Jiménez Ordinola Liliana Magaly 

DNI 03685455 

Especialidad : Derecho Penal 

E-mail : lilimag77@hotmail.com;ljimenezo@ucvvirtual.edu.pe 



FICHA DE VALIDACIÓN 

TEMA DE TESIS: “Análisis del delito de desobediencia a realizarse un examen etílico o toxicológico con 

relación a las garantías del proceso penal peruano actual” 

Indicadores Criterios 
Deficiente 

0 – 20 

Regular 

21 – 40 

Buena 

41 – 60 

Muy Buena 

61 – 80 

Excelente 

81 – 100 
OBSERVAC. 

ASPECTOS DE VALIDACION 
0 6 11 16 21 26 31 36 41 46 51 56 61 66 71 76 81 86 91 96 

5 10 15 20 25 30 35 40 45 50 55 60 65 70 75 80 85 90 95 100 

1.Claridad

Esta formulado 

con un lenguaje 

apropiado 

x 

2.Objetividad

Esta expresado 

en conductas 

observables 

x 

3.Actualidad

Adecuado al 

enfoque teórico 

abordado en la 

investigación 

x 

4.Organización

Existe una 

organización 

lógica entre sus 

ítems 

x 

5.Suficiencia

Comprende los 

aspectos 

necesarios en 

cantidad y 

calidad. 

x 



6.Intencionalidad

Adecuado para 

valorar las 

dimensiones del 

tema de la 

investigación 

x 

7.Consistencia

Basado en 

aspectos 

teóricos-

científicos de la 

investigación 

x 

8.Coherencia

Tiene relación 

entre las 

variables e 

indicadores 

x 

9.Metodología

La estrategia 

responde a la 

elaboración de 

la investigación 

x 

INSTRUCCIONES: Este instrumento, sirve para que el EXPERTO EVALUADOR evalúe la pertinencia, eficacia del Instrumento que se está validando. 

Deberá colocar la puntuación que considere pertinente  a los diferentes enunciados. 

Piura, 30 de junio de 2020. 

Nombre y Apellidos Milton César Coronado Villarreyes 

FIRMA 

DNI 41359069 

Teléfono 968415074 

E-mail: miltoncoronado@hotmail.com 





Anexo 04:  

Tabla de Confiabilidad del Instrumento 

SPSS-Versión 25 


